
DEFECTO PROCEDIMENTAL/ No se configura cuando se impone la carga de presentar certificado de existencia y representación como requisito para definir la competencia en acción popular 

“(…) en principio, la Ley 472 de 1998 no impone la presentación del certificado de existencia y representación de la persona jurídica demandada. Sin embargo, la cuestión debe mirarse desde una perspectiva diferente, pues la decisión de la funcionaria de imponer esa carga, está lejos de ser arbitraria, caprichosa o antojadiza, si bien es el resultado de la tozuda posición que asume el mismo accionante de promover todas sus acciones populares en este Distrito, sin tener en cuenta dónde se causa el agravio o dónde tiene la entidad accionada su domicilio principal. Por ello, más que para probar la existencia y representación, el documento que se le exige tiene como finalidad establecer si en realidad el juzgado es competente para conocer de la acción popular, con lo cual se pretende evitar que posteriores situaciones den al traste con el normal desarrollo de la actuación.” 

“Valga anotar que aunque el demandante deja entrever que en aplicación del Código General del Proceso ya no es necesario aportar una prueba de esa naturaleza cuando la entidad aparezca registrada en la página web, lo cual es cierto, las disposiciones que regulan ese tema solo cobraron vigencia el 1° de enero del presente año; por tanto, no podría ahora señalarse que el despacho judicial dejó de aplicar esas nuevas reglas, si se tiene en cuenta que los autos que se discuten, fueron emitidos el año pasado.”
ACCIÓN DE TUTELA/ No es un medio para elevar quejas disciplinarias/ Improsperidad cuando no se acredita la vulneración alegada

“(…) Como eso es así de claro, no corresponde a esta Colegiatura definir cuestiones que son de carácter disciplinario, que es a lo que se refiere la aludida ley, y para formular la denuncia que estime pertinente tiene el accionante abierto el camino bien ante el superior funcional de la Defensoría acusada, o bien ante la Procuraduría General de la Nación.    

(…) no se ha demostrado que para promover la presente acción, el señor Arias Idárraga hubiese elevado alguna solicitud y se le hubiera negado; y no podría pensarse que se trate de cualquier gestión genérica realizada con anterioridad, pues eso implicaría (…) que habría más de una tutela por los mismos hechos y derechos, contra una sola entidad, como parece ser que ya ocurre (...) Adicionalmente, si no se entendiera que el reclamo tiene que ver con este específico asunto, se llegaría al absurdo de una acumulación de pretensiones contra dos sujetos completamente diferentes, por hechos que no tienen la más mínima conexidad y en la búsqueda de unas declaraciones distintas respecto de cada uno.” 
Citas: Corte Constitucional, sentencia T-667 de 2015; Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, providencia de 9 de marzo de 2016 -rad. 11001020300020150249600-.
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Acta N° 171 de abril 15 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, a la que fueron vinculadas las Defensorías del Pueblo de Risaralda y Caldas, y el Ministerio Público. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, previa manifestación acerca de que actúa en su propio nombre, por cuanto la Defensoría del Pueblo de Caldas se niega impetrar acciones de tutela a su nombre, promueve demanda de tal estirpe contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, en la que aduce la violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. 
Pide que “Se orden al tutelado DE MANERA INMEDIATA ADMITIR y dar tramite a MI ACCION Popular, amparado en el artículo 16 ley 472 DE 1998 y manifestando que decido presentar mi acción en el DOMICILIO DE LA ENTIDAD ACCIONADA EN PEREIRA A PREVENCION … Y QUE CUMPLO CON LO QUE ME ORDENA ART 18 LEY 472 DE 1998 Y EN NINGUN APARTE SE ME EXIGE APORTAR CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y MENOS EN VIGENCIA DEL CGP” (sic); también que aporte copia de la tutela a la acción popular; se escanee copia de su tutela y del fallo a un correo electrónico; se le brinde copia física de toda la actuación; darle trámite a acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, para que cumpla con su función-deber de impetrar tutelas a su nombre; que la parte accionada aporte copia de todos los documentos que solicitó como pruebas para que obren en esta demanda y que de prosperar la acción, se haga extensivo el fallo a todas las acciones populares donde la accionada haya actuado igual.

 



Dijo en su escrito que presentó una acción popular que quedó registrada en el despacho judicial con el número de radicación “2015-1089” contra el Banco de Bogotá, con domicilio en esta ciudad; se inadmitió con el argumento de que debe aportar copia de certificado de existencia de la accionada desconociendo el Código General del Proceso, pues el mismo está en la página web; presentó recurso de reposición y en subsidio de apelación, que a la postre no se concedió, en contravía de lo señalado por el Consejo de Estado en sentencia 2002-02188-01; agregó que el artículo 18 de la Ley 472 no contempla esa exigencia y el juzgador no puede convertirse en el sucedáneo de su elección, ni creer que la acción popular debe presentarse en el domicilio principal de la entidad accionada.
Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación de las Defensorías del Pueblo Regionales Risaralda y Caldas, y del Ministerio Público. La titular del Juzgado accionado remitió las copias solicitadas. El Defensor del Pueblo señaló que del libelo no se puede advertir la veracidad de lo afirmado por el actor y que de ser cierta la acusación que plantea, debe accederse a sus súplicas. De otro lado, en síntesis, la Defensora del Pueblo de Caldas, previo reproche del actuar del demandante que ha generado una congestión judicial, en contravía de lo prevenido por el numeral 1º del artículo 95 de la Constitución Nacional, dio cuenta de la gestión de esa entidad tendiente a prestarle asesoría, no solo en la presentación de acciones constitucionales, sino en peticiones relacionadas con la supuesta inseguridad de la cual aduce ser víctima; señaló que se le ha orientado acerca de que la interposición de esta clase de acciones debe realizarse como ultima ratio, pero manifiesta que “QUIERE CONGESTIONAR EL SISTEMA JUDICIAL DEL PAÍS”, al punto que contra esa entidad ha presentado alrededor de 270 acciones de tutela por los mismos hechos, en un claro abuso de los derechos que la Carta otorga a los ciudadanos; que eliminado el incentivo que contemplaba la Ley 472, el mecanismo para obtener un considerable provecho económico son las costas y agencias en derecho; que solicita defensores para la promoción de acciones de tutela y también para procesos ejecutivos tendientes al cobro de aquellas y, por ello, dado el evidente carácter económico pretendido y el ánimo de congestionar los despachos judiciales, es que la entidad no coadyuva la presentación de sus acciones, ni las presenta en su nombre; finalmente, estima que el accionante actúa con temeridad y mala fe.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa del aparente desconocimiento, por parte del Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, de la regla contenida en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998, al exigírsele un documento que no está obligado a aportar, como lo es, el certificado de existencia y representación legal de la entidad accionada, menos afirma, en vigencia del CGP.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-107 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, reiteró sobre el particular que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) procedimental , (iii) fáctico, y (iv) sustantivo; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) el desconocimiento de precedentes y (viii) la violación directa de la Constitución.     
Pues bien, para la Sala, pueden darse por satisfechos los requisitos generales anunciados, en cuanto se pide la protección del derecho fundamental al debido proceso, se interpusieron los recursos pertinentes, las providencias que se atacan datan de menos de seis meses; la situación fue ventilada dentro del mismo proceso, y no se trata de otra acción de tutela. 

No ocurre igual con los específicos. Se trata aquí de un defecto procedimental, en la medida en que al actor popular se le exige aportar un documento que la ley no impone para poder admitir su demanda. Ninguno otro de los defectos cabe en este asunto. 
La jurisprudencia constitucional ha dicho sobre este punto que: 

        
  
33. El defecto procedimental como una causal especial de procedencia de la tutela contra providencias judiciales se sustenta en los artículos 29 y 228 de la Constitución, que consagran los derechos al debido proceso y a la administración de justicia y el principio de prevalencia del derecho sustancial que protege a las personas de que se presente una grave arbitrariedad en el acceso a la justicia. La Corte Constitucional ha reconocido dos modalidades de este defecto: i) el absoluto, que se da cuando hay una desviación del procedimiento legalmente establecido… y ii) por “exceso ritual manifiesto, que tiene lugar cuando hay una renuncia consciente de la verdad jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las normas procesales”…. –negrillas y subrayas propias-
 
 


34. En relación con el defecto procedimental absoluto…, la Corte ha indicado que ““[c]uando el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental. El defecto procedimental se erige en una violación al debido proceso cuando el juez da un cauce que no corresponde al asunto sometido a su competencia, o cuando pretermite las etapas propias del juicio, como por ejemplo, omite la notificación de un acto que requiera de esta formalidad según la ley, o cuando pasa por alto realizar el debate probatorio, natural a todo proceso, vulnerando el derecho de defensa y contradicción de los sujetos procesales al no permitirles sustentar o comprobar los hechos de la demanda o su contestación, con la consecuente negación de sus pretensiones en la decisión de fondo y la violación a los derechos fundamentales”….
 
 


De acuerdo con lo anterior, la decisión del juez en un proceso se torna arbitraria por falta de fundamento legal que la sostenga, y por lo tanto se configura un defecto procedimental absoluto cuando: i) se tramita un proceso de forma diferente a la establecida legalmente… o ii) se desconocen etapas del procedimiento que comprometen los derechos fundamentales de las partes como, por ejemplo, una notificación, un momento probatorio, o la posibilidad de que una decisión sea revisada en segunda instancia cuando era procedente la apelación…
 
  


35. Sobre el segundo tipo de defecto procedimental, el exceso ritual manifiesto…, la Corte Constitucional ha sostenido que se configura “en eventos en los cuales el juzgador incurre en una vulneración del mandato de dar prevalencia al derecho sustancial, o del derecho al acceso a la administración de justicia por (i) dejar de inaplicar disposiciones procesales que se oponen a la vigencia de derechos constitucionales en un caso concreto; (ii) exigir el cumplimiento de requisitos formales de forma irreflexiva, aunque en determinadas circunstancias puedan constituir cargas imposibles de cumplir para las partes, siempre que esa situación se encuentre comprobada; o (iii), incurrir en un rigorismo procedimental en la apreciación de las pruebas”…
 
  


36. Adicionalmente, la jurisprudencia ha establecido que tanto para los casos del defecto procedimental absoluto como del exceso ritual manifiesto, es necesario que: i) el desconocimiento del procedimiento tenga un efecto definitivo para la vulneración de los derechos fundamentales…; ii) la desviación o irregularidad no pueda subsanarse por otra vía; y iii) de ser posible, haya sido alegada en el proceso… (Corte Constitucional, sentencia T-667 de 2015).
En este caso, resulta ser cierto, como lo manifiesta el accionante que, en principio, la Ley 472 de 1998 no impone la presentación del certificado de existencia y representación de la persona jurídica demandada. Sin embargo, la cuestión debe mirarse desde una perspectiva diferente, pues la decisión de la funcionaria de imponer esa carga, está lejos de ser arbitraria, caprichosa o antojadiza, si bien es el resultado de la tozuda posición que asume el mismo accionante de promover todas sus acciones populares en este Distrito, sin tener en cuenta dónde se causa el agravio o dónde tiene la entidad accionada su domicilio principal. Por ello, más que para probar la existencia y representación, el documento que se le exige tiene como finalidad establecer si en realidad el juzgado es competente para conocer de la acción popular, con lo cual se pretende evitar que posteriores situaciones den al traste con el normal desarrollo de la actuación. 
De hecho, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en varias providencias, ha fijado una línea en el sentido de que un conflicto de competencia resulta prematuro si antes no se conoce con exactitud cuál es el domicilio principal de la entidad accionada. Así razonó, en una de tantas ocasiones, sobre el particular: 
Asimismo es un dislate aseverar que le correspondía avocar el conocimiento de este juicio al funcionario ante el cual se formuló el libelo, por cuanto el demandante pidió que se tramitara en Pereira.

Lo anterior, en atención a que la competencia emana de la Ley y no de la voluntad del actor popular, sin perjuicio, de la posibilidad que tiene aquel de optar entre el juez domicilio principal del demandado y el del lugar donde ocurrieron los hechos para instaurar su pretensión constitucional, ante la concurrencia del fuero personal con el instrumental (art. 16 ídem).
“Ahora bien, escrutado el acto genitor del juicio, no se encuentra que se haya manifestado el asiento principal de los negocios del enjuiciado, por tanto, previamente a adoptar decisiones apresuradas, lo procedente era haber inadmitido la demanda, a fin de solicitar tal información al accionante …”  -negrillas propias- (9 de marzo de 2016, radicado 11001-02-03-000-2015-02496-00,  M.P. Margarita Cabello Blanco).
  



Siguiendo este derrotero, como la intención de la funcionaria fue aclarar la situación frente a la competencia, pero el interesado se sustrajo a cumplir la orden impartida, surge palmario que no se ha quebrantado el derecho anunciado y, por tanto, el amparo será negado.
  



Valga anotar que aunque el demandante deja entrever que en aplicación del Código General del Proceso ya no es necesario aportar una prueba de esa naturaleza cuando la entidad aparezca registrada en la página web, lo cual es cierto, las disposiciones que regulan ese tema solo cobraron vigencia el 1° de enero del presente año; por tanto, no podría ahora señalarse que el despacho judicial dejó de aplicar esas nuevas reglas, si se tiene en cuenta que los autos que se discuten, fueron emitidos el año pasado. 

    



De otro lado, por infundadas, se negarán las solicitudes de que la accionada aporte copia de la tutela a la acción popular y de los documentos que solicitó en sus pruebas; también que haga extensiva una eventual decisión favorable a otras acciones populares. 
  



En lo que atañe a la petición contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, se tiene que su pretensión es concreta, que se determine “si posiblemente viola ley 734 de 2002 al negarse a impetrar tutelas a mi nombre y se le ordene cumpla su función deber…”. Como eso es  así de claro, no corresponde a esta Colegiatura definir cuestiones que son de carácter disciplinario, que es a lo que se refiere la aludida ley, y para formular la denuncia que estime pertinente tiene el accionante abierto el camino bien ante el superior funcional de la Defensoría acusada, o bien ante la Procuraduría General de la Nación. 

  



Más aún, en el caso concreto no se ha demostrado que para promover la presente acción, el señor Arias Idárraga hubiese elevado alguna solicitud y se le hubiera negado; y no podría pensarse que se trate de cualquier gestión genérica realizada con anterioridad, pues eso implicaría, como ya lo ha dicho esta Sala en otras ocasiones, que habría más de una tutela por los mismos hechos y derechos, contra una sola entidad, como parece ser que ya ocurre, según la respuesta, en la que se aduce que hay 270 acciones de tutela en contra de la Defensoría. Adicionalmente, si no se entendiera que el reclamo tiene que ver con este específico asunto, se llegaría al absurdo de una acumulación de pretensiones contra dos sujetos completamente diferentes, por hechos que no tienen la más mínima conexidad y en la búsqueda de unas declaraciones distintas respecto de cada uno.
  



Por tanto, se absolverá a dicha Defensoría y a las demás entidades involucradas.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad. 
A costa del interesado, expídanse las copias solicitadas.

Se niegan las restantes pretensiones. 
Se absuelve a las demás entidades involucradas dentro de la presente acción de tutela.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
A su regreso, archívese el expediente si no hubiera impugnación o revisión, sin más trámite.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA        
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